El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 24 de noviembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara improcedente la acción
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01241-00
Accionante: 
 JHON FABIO ARISTIZÁBAL VÉLEZ
Accionado:
DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, RISARALDA
Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 
DERECHO A LA SALUD / REALIZACIÓN DE PROCEDIMIENTO QUIRÚRGICO / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. [A]unque la entidad demandada no desconoce su obligación de brindar los servicios de salud requeridos por su usuario, ha diferido en el tiempo su práctica por cuestiones netamente administrativas, pues aduce que se encuentra en proceso de contratación con otras entidades del sector público para su realización. De esa manera las cosas, se considera lesionado el derecho a la salud de que es titular el demandante. [E]n esas condiciones, como en el caso objeto de estudio está acreditado que el accionante se encuentra en tratamiento para el manejo de su padecimiento de esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado (anterior) (posterior) de la rodilla, se considera necesario ordenar que se le brinde la atención integral que requiera con motivo de esa enfermedad, de conformidad con la jurisprudencia transcrita y teniendo en cuenta su cuadro patológico y la necesidad que tiene para que el servicio sea brindado de forma eficiente, oportuna y continuo.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA
    Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos
    Pereira, noviembre veinticuatro (24) de dos mil diecisiete (2017)
    Acta No. 621 del 24 noviembre de 2017
    Expediente No. 66001-22-13-000-2017-01241-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Jhon Fabio Aristizábal Vélez, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda, a la que fue vinculado el Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Debido al fuerte dolor en la en la rodilla derecha, que padece desde el mes de junio de 2016, fue remitido por su médico  tratante al especialista en ortopedia; este último, le ordenó la práctica de radiografía y resonancia magnética. 
1.2 De acuerdo con esos exámenes, el citado especialista le diagnosticó lesión meniscal y ruptura total del ligamento cruzado anterior de su rodilla derecha y lo envió para nueva valoración en el Hospital San Jorge de Pereira. 

1.3 El 28 de junio del presente año, galeno adscrito a ese Hospital rindió concepto en el sentido de que debía ser intervenido quirúrgicamente y expide “la orden de la cirugía, manejo y procedimientos quirúrgicos” para que fueran autorizados por parte de la entidad demandada. Sin embargo esta le informó que no cuentan con presupuesto.   
1.4 El 6 de septiembre siguiente, radicó derecho de petición ante la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda, para que le autorizaran el citado procedimiento de manera inmediata, así como los demás servicios requeridos.

1.5 El Jefe de esa entidad le respondió que con el fin de expedir las autorizaciones para citas y procedimientos ordenados a sus usuarios, se debe tener en cuenta que en sus instalaciones solo se manejan servicios de primer nivel ambulatorio, por lo tanto, se tiene la necesidad y la facultad legal de contratar los demás servicios de salud con diferentes entidades de segundo nivel de complejidad como lo la clínica Avellana y Liga contra el Cáncer, entre otros; de tercer y cuarto nivel de complejidad como la Clínica Comfamiliar o el Hospital San Jorge de Pereira. 

1.6 La accionada le asignó nueva cita con el especialista en ortopedia, quien luego de valorarlo le manifestó que se encontraba “muy mal de la rodilla”, le recetó medicamentos y lo incapacitó por un mes. En cuanto a la cirugía, le informó que debía continuar esperando hasta cuando haya presupuesto, y lleva ya seis meses haciéndolo.

1.7 La incapacidad otorgada se encuentra por finalizar y debido al dolor que presenta en su rodilla, las labores que debe desplegar, como patrullero de la Policía Nacional, se ven afectadas; su rendimiento no es igual y su vida se hace cada vez más agobiante.
2. Considera lesionados los derechos a la salud, la vida digna y la seguridad social. Para protegerlos, solicita se ordene a la Dirección Seccional de Sanidad, realizar la cirugía y prestar los demás procedimientos requeridos por el médico ortopedista.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 10 de noviembre se admitió la acción y se ordenó vincular al Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.

2. Solamente se pronunció el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional. Manifestó que la entidad ha agotado todos los mecanismos administrativos necesarios para satisfacer las necesidades de sus usuarios. Sin embargo, explicó, carece de capacidad para brindar prestaciones diferentes al primer nivel ambulatorio y por tanto, para las demás, debe contratar con centros clínicos externos de segundo, tercero y cuarto nivel de complejidad, efecto para el cual se debe surtir el trámite establecido en las normas que regulan la contratación pública, trámite que se encuentra adelantando proceso de contratación con diferentes entidades del sector público y que una vez se inicien los contratos, se autorizará “la práctica de laboratorios de rutina, valoración por anestesiología (requerida para cualquier procedimiento quirúrgico) y por último el procedimiento de artroscopia de rodilla con meniscomía y reconstrucción de ligamento cruzado anterior”. 

Pide negar por improcedente la acción y desestimar la pretensión relacionada con el tratamiento integral, por cuanto el agenciado no tiene otro servicio de salud pendiente por autorizar. 

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Es del caso establecer si se lesiona el derecho a la salud del actor, ante la tardanza de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional en autorizar la práctica de la cirugía ordenada por el médico tratante.

3. De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza
.

4. El accionante se encuentra afiliado como cotizante al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional
, que regula el Decreto 1795 de 2000, en cuyo artículo 27 dispone: 

“Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

5. En este caso se encuentra acreditado que el señor Jhon Fabio Aristizábal Vélez padece de esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado (anterior) (posterior) de la rodilla y desgarro de meniscos
 y que el médico ortopedista y traumatólogo, el 28 de junio de 2017, le ordenó la práctica de los procedimientos quirúrgicos de “reconstrucción de ligamento cruzado anterior con injerto autologo o con aloinjerto por artroscopia”, “meniscectomía medial y lateral por artroscopia” y “condroplastia de abrasión para zona patelar por artroscopia”
.
También que, de conformidad con lo manifestado por Jefe de Seccional de Sanidad de la Policía Nacional, a la fecha se están adelantando las gestiones necesarias para obtener las autorizaciones tendientes a su práctica.
6. Los procedimientos recomendados al demandante se encuentran incluidos en el Acuerdo 002 de 2001, “Por el cual se establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial”, en su orden, bajo los códigos 81.4.5.04, 80.6.1.03 y 81.4.7.25. 

7. En estas condiciones, se puede concluir que a pesar de que los servicios ordenados al paciente, desde el 28 de junio de este año, hacen parte del POS y por tanto deben ser prestados por la Dirección de Sanidad de la Policía, a la fecha aún no han sido practicados, tardanza que configura una vulneración al derecho a la salud del afiliado.

Sobre el tema, la Corte Constitucional en la sentencia T-760 de 2008 dijo:  


“Así mismo, en relación con la demora en el suministro de un servicio de salud, en la sentencia T-826 de 2007, entre muchas otras, la Corte reiteró su jurisprudencia al estudiar el caso de una mujer de 21 años con una enfermedad renal severa a quien la EPS, si bien no le negaba el suministro de ningún servicio médico, le demoraba su entrega y sometía a la accionante al agotamiento de múltiples trámites. En esa oportunidad la Corte dijo que “(…) se vulneran los derechos a la integridad física y la salud de una persona cuando se demora la práctica de un tratamiento o examen diagnóstico ordenado por el médico tratante. La justificación de esta regla fue expresada, entre otras, en la sentencia T- 881 de 2003 (MP Rodrigo Escobar Gil), en la que se indicó que:“(…) el hecho de diferir, casi al punto de negar los tratamientos recomendados por médicos adscritos a la misma entidad, coloca en condiciones de riesgo la integridad física y la salud de los pacientes, quienes deben someterse a esperas indefinidas que culminan por distorsionar y diluir el objetivo mismo del tratamiento originalmente indicado. El sentido y el criterio de oportunidad en la iniciación y desarrollo de un tratamiento médico, también ha sido fijado por la jurisprudencia como requisito para garantizar por igual el derecho a la salud y la vida de los pacientes”.
”

Y más recientemente expresó:

 
“La Corte Constitucional ha sostenido que el mecanismo de tutela es procedente en los casos en que las entidades promotoras de salud se rehúsan a ofrecer los tratamientos, procedimientos, medicamentos e insumos que los pacientes necesitan y están contemplados dentro del plan de beneficios, pues en esos casos es diáfano que los mismos forman parte del catálogo de servicios asistenciales cuya cobertura a la población ha sido plenamente definida por el Estado, a través de las resoluciones del Ministerio de Salud…”

Así entonces, aunque la entidad demandada no desconoce su obligación de brindar los servicios de salud requeridos por su usuario, ha diferido en el tiempo su práctica por cuestiones netamente administrativas, pues aduce que se encuentra en proceso de contratación con otras entidades del sector público para su realización.

De esa manera las cosas, se considera lesionado el derecho a la 
salud de que es titular el demandante. En consecuencia, se concederá el amparo solicitado y para protegerlo, se ordenará a las entidad demandada y vinculada, en el ámbito de sus competencias, autorizar al demandante el procedimiento los procedimientos quirúrgicos “reconstrucción de ligamento cruzado anterior con injerto autologo o con aloinjerto por artroscopia”, “meniscectomía medial y lateral por artroscopia” y “condroplastia de abrasión para zona patelar por artroscopia”.
8. En relación con el tratamiento integral solicitado, la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 


“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”

Sobre ese nivel de atención, ha dicho la Corte Constitucional:



“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
… 


El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica…  


Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud… 


Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional…”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

De modo que como no se puede partir de la presunción de que las 
EPS se abstendrán de brindar la atención que requiere el paciente y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, sin existir orden del médico tratante, ha adoptado una posición intermedia que garantiza la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad encargada de prestar los servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. 

En esas condiciones, como en el caso objeto de estudio está acreditado que el accionante se encuentra en tratamiento para el manejo de su padecimiento de esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado (anterior) (posterior) de la rodilla, se considera necesario ordenar que se le brinde la atención integral que requiera con motivo de esa enfermedad, de conformidad con la jurisprudencia transcrita y teniendo en cuenta su cuadro patológico y la necesidad que tiene para que el servicio sea brindado de forma eficiente, oportuna y continuo.

9. En conclusión, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho a la salud de que es titular el accionante, se ordenará al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional y al Mayor General Óscar Atehortua Duque, Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, que dentro del ámbito de sus competencias, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, procedan a autorizar al demandante los procedimientos “reconstrucción de ligamento cruzado anterior con injerto autologo o con aloinjerto por artroscopia”, “meniscectomía medial y lateral por artroscopia” y “condroplastia de abrasión para zona patelar por artroscopia”, los que deberán ser practicados dentro de los cinco días siguientes. Además, que le garanticen la atención integral que requiera para el manejo de su diagnóstico de esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado (anterior) (posterior) de la rodilla, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: CONCEDER la tutela solicitada por Jhon Fabio Aristizábal Vélez frente a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda y el Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional.
SEGUNDO: Se ordena al Mayor Carlos Alexis Bautista Toloza, Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, y al Mayor General Óscar Atehortua Duque, Director Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, en el ámbito de sus competencias, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, procedan a autorizar al demandante los procedimientos “reconstrucción de ligamento cruzado anterior con injerto autologo o con aloinjerto por artroscopia”, “meniscectomía medial y lateral por artroscopia” y “condroplastia de abrasión para zona patelar por artroscopia”, los que deberán ser practicados dentro de los cinco días siguientes. Además, que le garanticen la atención integral que requiera para el manejo de su diagnóstico de esguinces y torceduras que comprometen el ligamento cruzado (anterior) (posterior) de la rodilla, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial.
(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia dictada en la acción de tutela 66001-22-13-000-2017-01241-00)
TERCERO: Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Ausente con causa justificada)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sentencia T-760 de 2007


� Ver historia clínica que obra a folio 2


� Folio 2


� Folio 4.


� Esta regla ha sido fue aplicada en la Sentencia T-1111 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández). También ver las sentencias: T-932 de 1999 (MP Carlos Gaviria Díaz), T-862 de 1999 (MP Carlos Gaviria Díaz), T-227 de 2000 (MP José Gregorio Hernández Galindo), T-553 de 2006 (MP Jaime Córdoba Triviño) y T-1057 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández).


� Corte Constitucional, sentencia T-826 de 2007 (MP Manuel José Cepeda Espinosa).


� Sentencia T-414/16


� Al respecto, ver entre otras las sentencias T-872 de 2012 y T-395 de 2015.


� T-611 de 2014


� Ver, entre otras, las sentencias T-111 de 2013 y T-970 de 2007.


� Sentencia T-081 de 2016
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